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dio habrán de realizarse directamente al Registro del órgano 
competente para tramitar dichos documentos.

Vistos los preceptos citados, y demás disposiciones con-
cordantes y de general aplicación, 

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don Fer-
nando Morales Olivera, en representación de Philips Ibérica, 
S.A., contra la resolución del Delegado del Gobierno de la 
Junta de Andalucía en Huelva, de fecha referenciada, en con-
secuencia mantener la misma en sus propios términos.

Notifíquese al interesado con indicación de los recursos 
que procedan. La Secretaria General Técnica. Fdo.: Isabel Li-
viano Peña.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 4 de febrero de 2009.- El Jefe de Servicio de 
Legislación, Manuel Núñez Gómez. 

 ANUNCIO de 4 de febrero de 2009, de la Secreta-
ría General Técnica, por el que se notifica la resolución 
adoptada al recurso de alzada interpuesto por doña 
Débora Labarta Castro, en nombre y representación 
de Arcon Patrimonial, S.A., recaída en el expediente 
18-000384-07-P.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de la 
Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, e intentada sin efecto la notificación personal a doña 
Débora Labarta Castro, en nombre y representación de Arcon 
Patrimonial, S.A. de la Resolución adoptada por el Secretario 
General Técnico, al recurso administrativo interpuesto, contra 
la dictada por el Delegado del Gobierno de la Junta de Andalu-
cía en Granada, por la presente se procede a hacer pública la 
misma, al no haberse podido practicar en su domicilio, repro-
duciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a 10 de diciembre de 2008.

Visto el recurso de alzada interpuesto y sobre la base de 
los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El Delegado del Gobierno de la Junta de Anda-
lucía en Granada dictó la Resolución de referencia, por la que 
se le impone una sanción de 3.000 €, tras la tramitación del 
correspondiente expediente, por incumplir medidas o requeri-
mientos de la Administración, no exponer cartel de hojas de 
reclamaciones y por incumplimiento de información de pres-
tación de servicio.

En cuanto a los fundamentos de derecho, nos remitimos 
a la Resolución impugnada en aras del principio de economía 
procesal.

Segundo. Contra la anterior Resolución, se interpuso re-
curso de alzada, en el que, en síntesis, se alegó:

- No es una oficina de ventas sino de uso particular.
- No existe culpa.
- Vulneración del derecho de presentar alegaciones.
- La sanción es desproporcionada.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Es competente para resolver el presente recurso 
la Consejera de Gobernación a tenor de lo dispuesto en los 
artículos 26.2 j) y 115.1 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, 
de la Administración de la Junta de Andalucía (en adelante, 
LAJA), en relación con el Decreto 191/2008, de 6 de mayo, 
por el que se aprueba la estructura orgánica de la Consejería 
de Gobernación.

Conforme a lo dispuesto en los artículos 101 y 102 de la 
LAJA, la Resolución la adopta la Secretaria General Técnica 
por delegación de la Consejera, realizada por la Orden de 30 
de junio de 2004 (BOJA núm. 140, de 19 de julio). 

Segundo. Consta en el expediente que el 13 de marzo 
de 2007 un ciudadano remitió un burofax a la hoy recurrente 
solicitándole el libro de Hojas de Reclamaciones y que girada 
inspección el 13 de abril se pudo constatar que tenía el Libro 
desde el 14 de marzo. Por lo tanto, no es de recibo la primera 
de las alegaciones sobre que no era una oficina de ventas 
cuando, detectado el error, intentó subsanarlo.

Además, de la inspección se dedujo que carecía del cartel 
que anuncia las hojas y que carecía del documento informa-
tivo abreviado, cuestiones sobre las cuales es de aplicación 
el artículo 137.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas (en ade-
lante, LRJAP-PAC) y del Procedimiento Administrativo Común, 
los hechos constatados por funcionarios a los que se reconoce 
la condición de autoridad, y que se formalicen en documento 
público observando los requisitos legales pertinentes, tendrán 
valor probatorio sin perjuicio de las pruebas que en defensa de 
los respectivos derechos o intereses puedan señalar o aportar 
los propios administrados.

Tercero. El artículo 130 de la LRJAP-PAC en su párrafo 1 
establece que sólo podrán ser sancionadas por hechos consti-
tutivos de infracción administrativa las personas físicas y jurí-
dicas que resulten responsables de los mismos aun a título de 
simple inobservancia, lo cual hace que el sistema administra-
tivo sancionador, que tantas similitudes presenta con el penal, 
se diferencie de éste en dos aspectos fundamentales: la posi-
bilidad de que sea responsable de la infracción una persona 
jurídica, como es el caso que contemplamos y la no exigencia 
de dolo o culpa, sino la simple negligencia, para que se pueda 
entender cometida la infracción.

La Sentencia de la sala en Sevilla del Tribunal Superior 
de Justicia de Andalucía de 13 de julio de 2001, al analizar la 
culpa en los procedimientos sancionadores, dice en su funda-
mento jurídico cuarto: La Sentencia del Tribunal Constitucional 
76/1990, expresa que la Constitución, consagra sin duda el 
principio de culpabilidad, como principio estructural básico 
del derecho penal; este principio rige también en materia de 
infracciones administrativas, pues en la medida en que la san-
ción de dicha infracción, es una de las manifestaciones del 
“ius puniendi” del Estado, resulta inadmisible en nuestro orde-
namiento un régimen de responsabilidad objetiva o sin culpa. 
Si bien en el derecho penal, las personas jurídicas no podían 
ser sujetos activos del delito en base al aforismo «societas de-
linquere non potest», actualmente, de conformidad con el art. 
31 del Código Penal, aprobado por Ley Orgánica 10/1995, de 
23 de noviembre, las personas que actúen en nombre o re-
presentación o como administradores, responderán personal-
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mente aunque no concurran en él las condiciones, cualidades 
o relaciones, si concurren en la entidad o persona jurídica; por 
ello se entiende por la doctrina jurídica, que las personas ju-
rídicas tienen verdadera entidad real, como sujetos o titulares 
de derechos y lo que constituiría una ficción sería la aplicación 
de la pena a sus componentes directores o representantes, 
cuya voluntad se halla, posiblemente, en desacuerdo con la 
voluntad colectiva. En el derecho administrativo se admite la 
responsabilidad directa de las personas jurídicas, reconocién-
doles capacidad infractora, lo cual, no significa que para el 
caso de las infracciones administrativas perpetradas por per-
sonas jurídicas, se haya suprimido el elemento subjetivo de la 
culpa, sino que se ha de aplicar necesariamente de forma dis-
tinta; lo cual, como afirma la Sentencia del Tribunal Supremo 
de 19 de diciembre de 1994, no comporta preterición del 
principio de culpabilidad, ni del de personalidad de la sanción, 
sino acomodación de estos principios a la responsabilidad por 
infracciones administrativas de las personas jurídicas, en las 
que falta el elemento volitivo en sentido estricto, pero no la 
capacidad de infringir las normas a las que están sometidas, 
ya que se encuentran obligadas, por exigencia de su misma 
naturaleza, a actuar por medio de personas físicas. La misma 
solución, se encuentra recogida en la Sentencia del Tribunal 
Constitucional 246/1991, de 19 de diciembre, al establecer 
que la atribución de la autoría de la infracción administrativa 
a la persona social, nace de la propia naturaleza de ficción 
jurídica a la que responden estos sujetos, en los que la re-
prochabilidad directa de la infracción deriva del bien jurídico 
protegido por la norma que se infringe y la necesidad de que 
dicha norma, sea realmente eficaz, y del riesgo que, en con-
secuencia, debe asumir la persona jurídica, que está sujeta al 
cumplimiento de dicha norma.

La culpabilidad de las personas jurídicas debe ponerse en 
conexión con su objeto social: según el que tenga, debe cono-
cer la normativa que la rige, por lo que no cabe en este caso 
admitir su falta de culpabilidad.

Cuarto. Sobre el derecho a presentar alegaciones en nin-
gún momento se le ha vulnerado y, de hecho, las ha presentado 
tanto al acuerdo de inicio (folios 13 y siguientes del expediente) 
como a la propuesta de Resolución (folios 35 y siguientes). Otra 
cosa es que se tengan en cuenta necesariamente; como bien 
dice la entidad recurrente, el artículo 35 e) de la LRJAP-PAC 
reconoce el derecho de los ciudadanos a formular alegaciones y 
a aportar documentos en cualquier fase del procedimiento ante-
rior al trámite de audiencia, que deberán ser tenidos en cuenta 
por el órgano competente al redactar la propuesta de resolu-
ción y en este caso la propuesta es muy detallada a la hora de 
analizar las alegaciones hechas. 

Quinto. En cuanto a la cuantía de la sanción, el artículo 
74 de la Ley 13/2003, de 17 de diciembre, de defensa y pro-
tección de los consumidores y usuarios de Andalucía, permite 
para este tipo de infracciones leves la imposición de multas 
entre 200 y 5.000 euros. La Sentencia del Tribunal Supremo 
de 8 de marzo de 2002 nos señala que no es siempre posi-
ble cuantificar, en cada caso, aquellas sanciones pecuniarias 
a base de meros cálculos matemáticos y resulta, por el con-
trario, inevitable otorgar (...) un cierto margen de apreciación 
para fijar el importe de las multas sin vinculaciones aritméticas 
a parámetros de «dosimetría sancionadora» rigurosamente 
exigibles. En este caso, hay que tener en cuenta que son tres 
las infracciones, dos de ellas sancionadas con 500 euros y la 
tercera con 2.000, en todos los casos están más cerca del 
límite inferior que del superior de las posibles, por lo que no 
procede su revisión.

Vistos los preceptos citados, y demás disposiciones con-
cordantes y de general aplicación, 

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por doña 
Débora Labarta Castro, en representación de Arcon Patrimo-
nial, S.A. contra la Resolución del Delegado del Gobierno de 
la Junta de Andalucía en Granada, de fecha referenciada, y en 
consecuencia mantener la misma en sus propios términos.

Notifíquese al interesado con indicación de los recursos 
que procedan. La Secretaria General Técnica. Fdo.: Isabel
Liviano Peña.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa.

Sevilla, 4 de febrero de 2009.- El Jefe de Servicio de
Legislación, Manuel Núñez Gómez. 

 ANUNCIO de 4 de febrero de 2009, de la Secreta-
ría General Técnica, por el que se notifica la resolución 
adoptada por el Secretario General Técnico al recurso de 
alzada interpuesto por don Carlos María Hidalgo Santa 
Cruz, recaída en el expediente S-PA-GR-000306-06.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de 
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administra-
tivo Común, e intentada sin efecto la notificación personal al 
recurrente Carlos María Hidalgo Santa Cruz de la resolución 
adoptada por el Secretario General Técnico al recurso admi-
nistrativo interpuesto contra la dictada por el Delegada del Go-
bierno de la Junta de Andalucía en Granada, por la presente 
se procede a hacer pública la misma, al no haberse podido 
practicar en su domicilio reproduciéndose a continuación el 
texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En Sevilla a 19 de diciembre de 2008.
Visto el recurso interpuesto, y con fundamento en los si-

guientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Con fecha 4 de junio de 2007 la Ilma. Sra. Dele-
gada del Gobierno de la Junta de Andalucía en Granada dictó 
una resolución por la que se impuso al recurrente tres sancio-
nes por un importe total de 6.000 euros (2.000+2.000+2.000 
euros) al considerarle responsable de tres infracciones (a los 
arts. 3, 4.1.c), 8.4 y 17.1 de la Ley 11/2003, de 24 de noviem-
bre, de Protección de Animales). Dichas infracciones fueron ti-
pificadas como faltas graves a tenor de lo dispuesto en el art. 
39.b) (no realizar las vacunaciones y tratamientos obligatorios 
previstos en la normativa aplicable), art. 39.c) (no mantener a 
los animales en buenas condiciones higiénico-sanitarias o en las 
condiciones fijadas por la normativa aplicable), y 39.t) (la pose-
sión de animales no registrados ni identificados).

Los hechos que fundamentaron la resolución sanciona-
dora fueron que el día 19 de enero de 2006, a las 17,00 ho-
ras, en la finca El Chaparral de Cartuja, de Albolote (Granada), 
el recurrente se hallaba en posesión de 22 perros, careciendo 
de la cartilla sanitaria e identificación y registro y, diez de ellos, 


